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ACCIÓN DE TUTELA N°.  2026-00102-00 

Informe Secretarial 

 San Juan de Pasto, 27 de julio de 2026. En la fecha se informa al señor Juez 

que, se encuentra pendiente de emitir el fallo de la presente acción de tutela 

propuesta por la señora DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA, contra el 

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, por la presunta 

vulneración de sus derechos fundamentales. al debido proceso administrativo, 

igualdad material, educación, buena fe, confianza legítima, acceso al conocimiento 

científico, derecho de petición y los derechos derivados de mi condición de víctima del 

conflicto armado y del desplazamiento forzado.  

 

 

Sírvase proveer. 

 

 

Pablo José Gómez Rivera  

Secretario 
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JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA 
 ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

 

Acción de Tutela N° : 520013118001 2026000102 -00 

Accionante                      : DIANA CATERINE 
CAMBINDO VALENCIA 

Accionado                       : MINISTERIO DE CIENCIA, 
TECNOLOGÍA E 
INNOVACIÓN 

 

San Juan de Pasto, veintisiete (27) de julio de dos mil veintiséis (2026) 

 

 

1.   OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 

 

 

Surtido el trámite procede el despacho a resolver la acción de tutela 

propuesta por la señora DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA, contra el 

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, trámite que 

resultaron vinculados las persona que participaron en la Convocatoria No. 974 

de 2026 denominada “Becas para el Cambio Formación en Maestrías y 

Doctorados Región Pacífico” del MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA 

E INNOVACIÓN, por vulnerar sus derechos fundamentales al debido proceso 

administrativo, igualdad material, educación, buena fe, confianza legítima, acceso al 

conocimiento científico, derecho de petición y los derechos derivados de mi condición 

de víctima del conflicto armado y del desplazamiento forzado.  

 

 

2.   ANTECEDENTES 

 

 

2.1. Supuestos Fácticos 

 

La señora DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA participó en la 

convocatoria No. 974 de 2026 denominada “Becas para el Cambio Formación en 

Maestrías y Doctorados Región Pacífico” 

 

Se dice que la convocatoria  fue diseñada como una política pública de acceso a la 

educación superior y fortalecimiento de la investigación, incorporando un enfoque 

territorial y diferencial dirigido, entre otros grupos, a las víctimas del conflicto 

armado. 

 

La accionante presentó la propuesta de investigación titulada:  
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“Implementación innovadora de una planta de purificación de agua para 
garantizar el derecho humano a la alimentación en el Centro Educativo El Porvenir, 
zona urbana del municipio de El Charco Nariño, con enfoque de soberanía, autonomía 
y equidad territorial.” 

 

Se informa que -durante la etapa de evaluación la propuesta fue 

sometida a evaluación técnica y científica por evaluadores designados por el 

Ministerio- Como resultado de dicha evaluación la propuesta obtuvo una 

calificación total de 64 puntos sobre 100, distribuidos conforme a la matriz 

oficial de evaluación quedando en el banco preliminar de elegibles. 

 

El evaluador concluyó expresamente que la propuesta era susceptible 

de financiación y emitió la recomendación: 

 

“OTORGAMIENTO CONDICIONADO”, indicando igualmente 
“RECOMIENDA: SI”, señalando únicamente algunos ajustes susceptibles de 
realizarse durante la ejecución del proyecto y no como causales de exclusión. 

 

La accionante hace hincapié que, dentro del término previsto en los 

términos de referencia, y la adenda número 2, presentó las correspondientes 

solicitudes de aclaración y observaciones respecto de la evaluación realizada. 

 

       Así mismo la actora resalta que- de acuerdo con la publicación del 

“Banco Definitivo de Elegibles”, fue registrada la siguiente información: 

 

•Cumple requisitos. 

• Habilitada. 

• No presenta inhabilidades. 

• Puntaje definitivo: 64 puntos. 

• Observaciones: Ninguna. 

• Elegible preliminar: Sí. 

• Elegible definitivo: Sí. 

• Cupo disponible: No. 

 

       De la anterior información la accionante evidencia que: -La entidad 

nunca manifestó que la propuesta fuera inviable, improcedente o 

técnicamente deficiente, tampoco indicó que la accionante hubiera incumplido 

algún requisito de la convocatoria. La única consecuencia administrativa 

consistió en informar que no existía cupo disponible para acceder a la 

maestría-.  

 

Esta presupuesta para la accionante no explica: (i) Cuál fue la posición 

ocupada por la actora dentro del orden de elegibilidad; (ii) tampoco cual fue 

el puntaje del último candidato financiado; (iii) se desconoce si existieron 

renuncias, desistimientos, reasignaciones o liberación posterior de recursos. 
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(iv) Se cuestiona además que el Banco Preliminar de Elegibles se 

registró 1.139 propuestas elegibles, mientras que el Banco Definitivo de 

Elegibles registra 1.143 propuestas elegibles, es decir, cuatro (4) propuestas 

adicionales 

 

     (v) La decisión administrativa tampoco explicó de manera 

individualizada por qué una candidata junto con su propuesta de 

investigación declarada elegible definitiva, respecto de quien el evaluador 

recomendó el otorgamiento condicionado del beneficio, terminó excluida de 

la financiación. 

 

Sostiene que no se tuvo en cuenta en la evaluación su condición de 

víctima del conflicto armado y de desplazamiento forzado, siendo uno de los 

enfoques diferenciales de la convocatoria, 

 

Enfatiza finalmente que la ausencia de una motivación suficiente 

respecto de -la asignación de los cupos-, así como: -la falta sobre el orden 

definitivo de elegibilidad -y la ejecución de los recursos de la convocatoria 

impide verificar si la actuación administrativa respetó los principios 

constitucionales de igualdad, transparencia, publicidad, imparcialidad y 

buena fe. 

 

 

2.1.1. Solicitud de amparo y pretensiones 

 

       La parte accionante solicita amparar sus derechos fundamentales al 

debido proceso administrativo, a la igualdad material, a la educación, a la 

buena fe, a la confianza legítima, al acceso a la información pública y a la 

especial protección constitucional de las víctimas del conflicto armado y, para 

protegerlos solicita: 

 

Que se Explique suficientemente la razón por la cual -pese a haber sido 

declarada Elegible Definitiva, cumplir la totalidad de los requisitos de la 

convocatoria, no presentar observaciones, encontrarse habilitada y contar con 

una evaluación técnica favorable, se determinó que no existía cupo disponible 

para acceder a la financiación de la maestría con de la propuesta. 

 

            A través de este mecanismo constitucional solicita disponer que si 

existen cupos disponibles, recursos remanentes, renuncias, desistimientos, 

liberación de recursos o cualquier otra circunstancia administrativa que 

permita financiar propuestas declaradas Elegibles Definitivas dentro de la 

Convocatoria No. 974 de 2026 y, de existir dicha disponibilidad, evaluar de 

manera inmediata la asignación del beneficio a la accionante conforme al 

orden de elegibilidad y a las reglas previstas en los términos de referencia. 
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- Solicita también una explicación las razones jurídicas, técnicas y 

administrativas que justificaron la diferencia entre el número de 

propuestas elegibles publicadas en el Banco Preliminar de Elegibles y 

el Banco Definitivo de Elegibles, indicando las decisiones adoptadas, 

las modificaciones realizadas y el impacto que estas tuvieron en la 

conformación definitiva del banco y en la asignación de los cupos de 

financiación. 

 

- También su pretensión se dirige a que el Ministerio revise la situación 

particular de la propuesta presentada, verificando que la asignación de 

los recursos se haya realizado con estricto cumplimiento de los 

principios de igualdad, transparencia, publicidad, objetividad, mérito 

y de las reglas establecidas en los términos de referencia de la 

Convocatoria No. 974 de 2026. 

 

- También se pretende que con la presente acción de tutela se ordene al 

Ministerio accionado suministre copia o acceso del proceso de 

asignación de cupos de financiación.  

 

 

2.2.  Trámite impartido 

 

 

Recibido el presente asunto por  reparto, mediante  auto de 6 de julio de 

2026, se resolvió: (i) Admitir la demanda de tutela en contra de las accionadas 

; (ii) Vincular de manera oficios a las persona que participaron en la 

Convocatoria No. 974 de 2026 denominada “Becas para el Cambio Formación 

en Maestrías y Doctorados Región Pacífico”, del MINISTERIO DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN (iii) Se dio traslado de rigor y se dispuso dar 

termino para que presenten informe bajo lo preceptuado en el art. 19 del 

Decreto 2591 de 1991, (iv) Se negó la medida provisional solicitada; (v) Se  

decretó como prueba la documental aportada y, (vi) Se solicitó a la accionante 

la prueba que la acredita como víctima del conflicto armado.   

 

La anterior providencia se notificó a través del oficio No.0785 del14 de julio 

de 2026, con constancia de remisión vía correo electrónico.  

 

También se encuentra la constancia de publicación del auto admisorio por 

para del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación con relación a los 

participantes de la convocatoria No. 974 de 2026. 

 

 

2.4  Respuesta de la accionada y vinculados 
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2..4.1 MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E NNOVACIÓN. 

 

 

Responde al llamado ANDRÉS FILIPE VALENCIA en representación del 

Ministerio.  

 

Parte con informar que en efecto la entidad dio apertura a la Convocatoria 

974 “Becas para el Cambio” – Formación en Maestrías y Doctorados, Región 

Pacífico, con el propósito de otorgar apoyos económicos para la formación de 

alto nivel en programas de maestría y doctorado. 

 

Dicha Convocatoria estuvo dirigida a profesionales nacidos en los 

municipios de la Región Pacífico, su finalidad consiste el cierre de brechas de 

género, el reconocimiento de la diversidad étnica, el fortalecimiento de la 

educación superior pública y la ampliación de oportunidades para 

poblaciones históricamente excluidas de programas de formación de alto 

nivel. 

 

Explica -los términos de referencia de la Convocatoria 974 de 2026 

establecen de manera clara las reglas de participación, las cuales deben ser 

observadas por todos los aspirantes. 

 

En ese sentido, informa que el numeral 14 de los términos de referencia 

establece que la evaluación de las propuestas constituye un procedimiento 

técnico desarrollado por pares evaluadores seleccionados por el Ministerio de 

Ciencia, Tecnología e Innovación con fundamento en criterios de calidad, 

competencia y área del conocimiento. Así mismo, prevé el mecanismo para la 

designación de un tercer evaluador cuando se presentan diferencias 

significativas entre las calificaciones otorgadas por los dos pares iniciales, y 

dispone que los evaluadores deberán atender las solicitudes de aclaración y 

los recursos de reposición que se formulen dentro del desarrollo de la 

convocatoria. 

 

El cronograma de la convocatoria, en el que se establecen las diferentes 

etapas del proceso y sus respectivas fechas, se encuentra contenido en el 

numeral 17 de los términos de referencia, el cual fue modificado mediante la 

Adenda No. 2 del 8 de mayo de 2026, quedando establecido de la siguiente 

manera: 
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Ahora frente al caso puntual de la accionante se precisa que el día 29 de 
mayo de 2026 le fue remitido al correo electrónico cetem2981@gmail.com el 
Reporte de Evaluación de la propuesta de investigación identificada con el código 
de proyecto 119934 con título de proyecto “Implementación innovadora de una planta 
de purificación de agua para garantizar el derecho humano a la alimentación en el 
Centro Educativo El Porvenir, zona urbana del Municipio del Charco Nariño; con 
enfoque de Soberanía, Autonomía y Equidad Territorial” 

 

A dicho proyecto se le asignó una calificación total de 64 puntos, 

superando el puntaje mínimo establecido en los términos de referencia para 

integrar el banco preliminar de elegibles de la Convocatoria 974 de 2026. Así 

mismo, dicho reporte consignó como concepto final del par evaluador lo 

siguiente: 

 

“Diana Caterine Cambindo Valencia cumple requisitos de elegibilidad 
para Maestría en Derecho bajo Convocatoria "Becas para el Cambio" 
Región Pacífico. Natural de El Charco, Nariño, víctima del conflicto 
armado, con 4 años de experiencia certificada en trabajo comunitario y 
promedio académico de 4.3/5.0. 
 

(  ).. la propuesta presenta deficiencias que deben resolverse antes del 
desembolso. La más crítica es la viabilidad institucional: instalar 

infraestructura permanente en establecimiento público requiere 

autorizaciones formales de rector, Secretaría de Educación de Nariño y 

concepto técnico-sanitario, ninguno de los cuales está gestionado (a 

juzgar por el proyecto radicado).  

 



 
 

Página 8 de 25 

Adicionalmente, la instalación requiere diseños técnicos, 
especificaciones de adecuación física y protocolo de disposición del 
agua de rechazo, considerando que El Charco tiene cobertura de 
alcantarillado del 0%.  
 

Adicionalmente, el protocolo de investigación necesita ajustes: 
pregunta investigativa explícita, metodología especificada, 
instrumentos de diagnóstico detallados. 
 

 

Recomendación: OTORGAMIENTO CONDICIONADO.” 

 

 

En el numeral 13 de los términos de referencia se establecieron los 

criterios de evaluación y valoración frente al aporte técnico y científico de la 

propuesta; y, el aporte a la generación de soluciones para los desafíos socio 

territoriales basados en ciencia, tecnología e innovación, frente a los cuales el 

par evaluador otorga una puntuación conforme su análisis a la propuesta 

presentada por la aspirante. 

 

  Al revisar el reporte, según los criterios definidos de evaluación 

correspondientes -al aporte técnico y científico de la propuesta y, -aporte a la 

generación de soluciones para los desafíos socio territoriales basados en 

ciencia, tecnología e innovación, se evidencia que el par evaluador sustentó la 

puntuación dada a cada uno de estos criterios, los cuales corresponde a 

veinticinco (25,0) para cada uno. 

 

Resalta de otra parte, la accionante menciona que presentó las 

correspondientes solicitudes de aclaración y observaciones frente a los 

resultados obtenidos. No obstante, de la revisión de la información que reposa 

en las bases de la entidad no se evidenció que la accionante hubiese presentado 

solicitudes de aclaración relacionadas con el código de proyecto 119934. 

 

Frente a ello, precisa que, de conformidad con lo dispuesto en los 

Términos de Referencia de la Convocatoria 974 de 2026, el único canal 

habilitado para la radicación de solicitudes, aclaraciones, reclamaciones y 

demás actuaciones relacionadas con la convocatoria correspondía al correo 

electrónico atencionalciudadano@minciencias.gov.co. 

 

Pone de presente que, a fin de atender las solicitudes de aclaración 
presentadas por los aspirantes la Convocatoria 974 de 2026 previó un 
mecanismo específico para la presentación y trámite de reclamaciones 
relacionadas con los resultados preliminares. En ese sentido, el numeral 16 de 
los términos de referencia dispuso expresamente: “Una vez publicados los 
resultados preliminares del banco de elegibles de la presente convocatoria, los 
candidatos podrán presentar solicitudes de aclaraciones en el período establecido para 

mailto:atencionalciudadano@minciencias.gov.co
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esta actividad en el numeral 17 Cronograma. Por fuera de este término se 
considera que las reclamaciones son extemporáneas y en consecuencia, no 
serán objeto de análisis ni tendrán efecto alguno sobre los resultados 
definitivos de la convocatoria. 
 

El término para realizar las aclaraciones según lo previsto en el 

cronograma de la convocatoria — fue entre el 27 y el 29 de mayo hasta las 4:00 

p. m. 

 

Se dice finalmente que no se evidencia que la accionante hubiera hecho 

uso del mecanismo de aclaraciones previsto en los términos de referencia para 

controvertir los resultados de la evaluación dentro de la oportunidad 

establecida. En consecuencia, las inconformidades que ahora plantea en sede 

de tutela no fueron puestas previamente en conocimiento de la entidad 

mediante el procedimiento diseñado para tal efecto, impidiendo que el 

Ministerio pudiera analizarlas, verificar los aspectos cuestionados y, de 

resultar procedente, adoptar las medidas correspondientes antes de la 

publicación del banco definitivo de elegibles. 

 

 

. 2..4.2 Participantes Convocatoria 974 de 2026 

 

 

No hubo pronunciamiento de los participantes de la Convocatoria 974 de 

2026,  a pesar de  haberse publicado el auto admisorio de la demanda que 

fueron vinculados.  

 

 

2.5 Prueba relevante recabada 

 

 

Obran pruebas documentales, allegadas por las partes, que pasan a 

relacionarse a continuación: 

 

            2.5.1. Pruebas aportadas por el Accionante. 

 

-Se encuentran en el PDF 002 Anexos.  

 

- Cédula de Ciudadanía de DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA 

-Inscripción en el Registro de Víctimas por parte de la accionante.  

 

-Hipervínculo de consulta:  
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https://minciencias.gov.co/convocatorias/convocatoria-becas-para-el-

cambio-formacion-en-maestrias-y-doctorados-region-pacifico1 

 

 

2 CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

 

3.1 Competencia 

 

 

A este Despacho Judicial le corresponde conocer la acción de tutela 

instaurada en aplicación de lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución 

Política y 37 del Decreto 2591 de 1991.  

 

Esto es, por el factor territorial por el lugar donde se produjeron los efectos 

de la supuesta vulneración, es decir, donde la accionante reside. Además, por 

las reglas de reparto consagradas en el Decreto 1382 de 2000, compilado en el 

Decreto 1069 de 2015 que, a su vez, fue modificado por el Decreto 1983 de 2017, 

más recientemente, por el Decreto No. 333 del 06 de abril de 2021. 

 

 

3.2.   Problema jurídico 

 

 

El juzgado dirigirá el estudio del caso a la procedencia de la acción de tutela 

si se cumplen todos los presupuestos que la jurisprudencia establece frente a 

la procedibilidad de la acción constitucional que nos ocupa.  

 

En el evento de que se encuentren acreditados los presupuestos de 

procedencia pasará a estudiar de fondo los derechos invocados como 

vulnerados por la parte accionante.  

 

 

3.3   Tesis del juzgado. 

 

 

Tal y como se fundamentará más adelante, para el juzgado en este caso la 

acción de tutela abordará el estudio concreto de vulneración de derechos 

fundamentales, superado el presupuesto de la procedibilidad,  teniendo en 

cuenta la calidad de la accionante de ser víctima del conflicto armado y 

desplazamiento forzoso, considerándose ser un asunto de raigambre 

                                         
1 Hipervínculo para acceder al micrositio configurado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología 
e Innovación para acceder a los documentos insertados en la Convocatoria 974 de 2026.  

https://minciencias.gov.co/convocatorias/convocatoria-becas-para-el-cambio-formacion-en-maestrias-y-doctorados-region-pacifico
https://minciencias.gov.co/convocatorias/convocatoria-becas-para-el-cambio-formacion-en-maestrias-y-doctorados-region-pacifico
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constitucional, que de acuerdo con la jurisprudencia frente a concursos de 

mérito permite el estudio de fondo.    

 

Ahora, estudiando de fondo el asunto, examinando los actos 

administrativos surtidos dentro del trámite administrativo de la convocatoria, 

se explican de manera diáfana los interrogantes que como pretensión se 

condensan en el escrito de tutela incluido la situación de víctima del 

desplazamiento, sin que se vulnere o amenace derechos fundamentales por 

parte del Ministerio accionado.  

 

 

       3.4. Procedencia de la acción de tutela 

 

 

      El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, instituyó la acción 

de tutela como un mecanismo ágil y eficaz con que cuentan las personas para 

obtener la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de alguna autoridad pública o de un particular, siempre y cuando no 

se cuente con otro mecanismo de defensa judicial, o que de existir aquél, se 

trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la protección opera de 

manera transitoria. 

 

Con base en lo anterior, se considera que la acción de tutela exige la 

presencia de varios presupuestos para su viabilidad. 

 

Los requisitos de procedibilidad se pueden resumir en los siguientes 

términos: i) que exista legitimación en la causa por activa, es decir, que la 

acción constitucional sea instaurada por el titular de los derechos 

fundamentales invocados o por alguien que actúe en su nombre, ii) que exista 

legitimación en la causa por pasiva, en otras palabras, que se dirija contra la 

autoridad o el particular que haya amenazado, violado y/o vulnerado por 

acción o por omisión el derecho fundamental; iii) que se promueva en un 

término razonable, proporcionado y prudencial (inmediatez) y iv) que el 

afectado no disponga de otro mecanismo de defensa judicial, porque ya agotó 

los que tenía o porque los mismos no existen o cuando, a pesar de disponer de 

otro medio, sea interpuesta como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable o cuando el mecanismo de defensa judicial ordinario no 

resulta idóneo para la protección de los derechos fundamentales 

(subsidiariedad). 

 

 

3.4.1 Legitimación en la causa por activa y pasiva.  
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Con relación a la legitimación por activa encontramos que la acción 

constitucional la tiene toda persona (art. 86 C.P.), “por sí misma o por quien actúe 

en su nombre”, disposición que es desarrollada en el artículo 10 del Decreto 

2591 de 1.991. En el presente caso la legitimación por activa recae en la señora 

DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA, persona natural. Se acredita su 

legitimación ateniendo de que los hechos y pretensiones de la demanda dan 

cuenta que el accionante es el titular de los derechos fundamentales invocados.   

 

Igualmente se encuentra acreditada la legitimación en la causa por pasiva, que 

se desprende como exigencia del art. 5º del Decreto 2591 de 1991, cuando 

establece: 

 

“La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades 
públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que 
trata el artículo 2. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de 
conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto” 
 

A su vez, el artículo 13 ejusdem declara que: “La acción de tutela se 
dirigirá contra la autoridad o el representante del órgano que presuntamente violó o 
amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de 
órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o 
aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se 
decida en la sentencia. De ignorarse la identidad de la autoridad, la acción se tendrá 
por ejercida contra el superior (…)”, 

 

Se encuentra que frente a la autoridad accionada,  MINISTERIO DE 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, se confirma la legitimación en la 

causa por pasiva en tanto aperturó el proceso de selección de la Convocatoria 

Abierta No. 974-2026 “Becas para el Cambio” – Formación en Maestrías y 

Doctorados, Región Pacífico”, con el propósito de otorgar apoyos económicos 

para la formación de alto nivel en programas de maestría y doctorado-, trámite 

en que se  endilga, por parte de la  accionante,  la vulneración de los derechos 

fundamentales invocados. Esto sin perjuicio de que se cumpla o no el requisito 

de la subsidiariedad.  

 

 

3.4.2 El principio de inmediatez.   

 

 

Se predica que la acción de tutela debe interponerse en un término 

razonable y proporcional respecto del momento de la amenaza o de la 

vulneración de los derechos fundamentales. De conformidad con lo 

relacionado en la demanda de tutela, encontramos que la presente acción se 

interpuso en un tiempo razonable si se tiene en cuenta que el “Banco Definitivo 

de Propuestas Elegibles de la Convocatoria 974 de 2026 se publicó mediante 
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resolución No. 0590 del 19 de junio de 2026 y según acta de reparto la acción 

de tutela fue presentada el 10 de julio de este mismo año.  

 

 

3.4.3   Subsidiariedad  

 

 

El artículo 86 de la Constitución y el artículo 6º numeral 1 del Decreto 
2591 de 1991 establecen como causal de improcedencia de la tutela: la 
existencia de “otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se 
utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia 
de dichos mecanismos será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo 
las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”.    

 

En este sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido 

enfática en la necesidad de que el juez de tutela someta los asuntos que llegan 

a su conocimiento a la estricta observancia del carácter subsidiario y 

residual de la acción; precisamente el carácter subsidiario conlleva a que las 

discrepancias que resulten sobre derechos deben ser resueltos por regla 

general por los mecanismos ordinarios que el ordenamiento prevé y solo 

cuando existe una ausencia de ellos o no sea efectivo para proteger el derecho 

que se aduce vulnerado, se podrá acudir a la acción de amparo constitucional.   

 

En consecuencia en materia de protección de derechos fundamentales, 

la regla general a aplicar es que la acción de tutela solo procederá como último 

mecanismo judicial para la cual el afectado solo estará habilitado para utilizar 

esta vía en los eventos en que: (i) los mecanismos de protección ordinarios 

hayan sido agotados sin surtir una protección efectiva, (ii) que exista la 

posibilidad de acudir a esos medios ordinarios resulte inefectivo por la 

demora que conlleva ejercer dichos mecanismos y en ese evento el daño ya se 

habría materializado causando un daño irreparable para el ciudadano y por 

último (iii) que no exista un mecanismo para su protección1.   

 

De esta manera se debe tener claro que la acción de tutela no puede ser 

utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de 

los establecidos por la ley, pues es un mecanismo que no busca reemplazar 

procesos ordinarios y menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos para 

controvertir las decisiones que se adopten durante su trámite.  

 

De la misma manera, existiendo un medio idóneo y eficaz para debatir 

la controversia, la acción de tutela es procedente cuanto se acredite la 

existencia de un perjuicio irremediable, pero la protección es temporal. 

Entonces explica la jurisprudencia de la alta Corporación Constitucional que 

la protección transitoria se otorga provisionalmente entre la sentencia de tutela 

y la providencia que profiera el juez ordinario o contencioso administrativo, 
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según el caso, de manera que se brinda un amparo temporal. Para que se 

configure un perjuicio irremediable se deben cumplir los siguientes requisitos: 

“(i) que se trate de un hecho cierto e inminente; (ii) que las medidas a tomar 

deben ser urgentes; (iii) que la situación a la que se enfrenta la persona es 

grave; y (iv) que las actuaciones de protección han de ser impostergables” [2]. 

 

 

Examen de eficacia e idoneidad del medio de defensa judicial:  

 

 

Corresponde examinar este presupuesto para establecer la procedencia 

de la acción de tutela en este caso, necesario será acudir a la doctrina 

constitucional en materia de concursos de mérito, a las explicaciones sobre la 

protección que se buscan en las acciones de nulidad y nulidad y 

restablecimiento del derecho que son las adecuadas para el trámite de la 

discusión de la legalidad de los actos cuestionados en esta acción que tienen 

relación con el proceso de selección de mérito de la  Convocatoria Abierta No. 

974-2026 “Becas para el Cambio” – Formación en Maestrías y Doctorados, 

Región Pacífico. Se anticipa que la participante tuvo durante el proceso 

oportunidades para la radicación de solicitudes, aclaraciones, reclamaciones y 

demás actuaciones relacionadas con la Convocatoria y, también existen 

mecanismos idóneos para proteger el derecho supuestamente conculcado con 

la decisión final de no concederle un cupo para beca de la maestría en derecho 

presencial que buscaba.  

 

Para sustentar lo anterior precisamos que según la jurisprudencia 
constitucional “(...) la acción de tutela en contra de actos administrativos es, por regla 
general, improcedente. Esto es así porque el medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho cuenta con un régimen de medidas cautelares robusto y 
garantista. Sin embargo, en caso de que se evidencie que (i) el medio no es idóneo o 
efectivo o que (ii) puede configurarse un perjuicio irremediable, será procedente el 
amparo.”3 

 

En este mismo sentido explica la corte en la misma sentencia, lo 

siguiente: 

 
“50La Corte se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la idoneidad y 

eficacia del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. En la 
providencia T-161 de 2017 se afirmó que “por regla general la acción de tutela no es 
procedente para controvertir actos administrativos toda vez que las discrepancias 
suscitadas por la aplicación o interpretación de los mismos deben ser dirimidas a través 
de la jurisdicción contenciosa administrativa”. Igualmente, en la Sentencia T-442 de 
2017 se reiteró que la tutela tiene una naturaleza subsidiaria y que “el carácter 

                                         
2 Sentencias T-896 de 2007, T-286 de 2019 y T-099 de 2020 
3 Sentencia T-156/24  
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residual de este especial mecanismo obedece a la necesidad de preservar el reparto de 
competencias establecido por la Constitución y la Ley a las diferentes autoridades y 
que se fundamenta en los principios de autonomía e independencia judicial”. 
 

 Explica  así mismo que esta acción legal contempla la forma como se 
puede asegurar la protección de los derechos, a través de la solicitud de 
medidas cautelares,  resalta la eficacia del medio judicial,  de la siguiente 
manera: “(i) existe una serie amplia de medidas cautelares entre las que se encuentran 
el restablecimiento inmediato de un derecho, la suspensión de un procedimiento, la 
orden de adopción a la administración de una decisión, la demolición de una obra o las 
órdenes de imponer obligaciones de hacer o no hacer; (ii) fue suprimida la expresión 
“manifiesta infracción” como condición para decretar la medida de suspensión 
provisional de los efectos del acto administrativo; (iii) se estableció un sistema 
innominado de medidas cautelares; (iv) se conciben las medidas cautelares de forma 
autónoma a la demanda presentada, a tal punto que el requisito de conciliación 
prejudicial no les es aplicable; y (v) se prevén las medidas de urgencia que, por la 
finalidad que persiguen, fueron estructuradas como medios preliminares dotados de 
eficacia inmediata para la protección de los derechos fundamentales”4 
 

Sigue ilustrando en la sentencia en comento la procedibilidad de las 
medidas cautelares en todos los procesos declarativos cursados en esa 
jurisdicción, de la siguiente manera: “ En el punto relativo a las medidas cautelares 
es importante señalar que el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 -Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)- 
establece la posibilidad de decretar estas medidas “[e]n todos los procesos declarativos 
que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado el auto admisorio de la 
demanda o en cualquier estado del proceso”. Igualmente, el artículo 233 de la misma 
normativa indica que “[l]a medida cautelar podrá ser solicitada desde la presentación 
de la demanda y en cualquier estado del proceso”. Este esquema se ve reforzado por 
las medidas cautelares de urgencia que establece el artículo 234 del CPACA con un 
trámite abreviado. 
 

  Particularmente en lo que tiene que ver con la discusión de las 

decisiones tomadas en el marco del concurso público de mérito, la Sentencia 

T-156 de 2024 creo la siguiente doctrina: 

 

 

“La acción de tutela para discutir decisiones tomadas en el marco de 
un concurso público de méritos 
 

1. En general la Corte ha aplicado las reglas de procedencia excepcional de 
la acción de tutela contra actos administrativos cuando se discute los actos 
expedidos en el marco de concursos de méritos. En la Sentencia SU-067 de 
2022 dijo la Corte:  

 
“[E]l juez de lo contencioso administrativo es la autoridad llamada a juzgar las 
violaciones de los derechos fundamentales que ocurran en este tipo de actuaciones 
administrativas. Al respecto, ha manifestado que ‘por regla general, […] es 
improcedente la acción de tutela que pretenda controvertir los actos proferidos por 

                                         
4 Ídem  
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las autoridades administrativas que se expidan con ocasión de un concurso de 
méritos, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales como lo dispone 
el artículo 1045 de la Ley 1437 de 2011’”. 

 
2. A pesar de lo anterior, se han reconocido tres eventos en los cuales la 
acción de tutela puede ser procedente para controvertir las decisiones 
adoptadas en estos concursos. La siguiente tabla sintetiza estas reglas: 

 
Procedencia excepcional de la acción de tutela contra decisiones tomadas 

en concursos de méritos6 

Inexistencia de un 
mecanismo 

judicial 

Se trata del reconocimiento “de la existencia de ciertos 
actos que, de conformidad con las reglas del derecho 
administrativo, no pueden ser sometidos a escrutinio 
judicial”7. Esto sucede, por ejemplo, frente a los actos 
administrativos de trámite. En estos eventos, la acción 
de tutela opera como mecanismo definitivo. 

Urgencia de evitar 
el acaecimiento de 

un perjuicio 
irremediable 

Se presenta cuando “por las circunstancias 
excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, 
de no producirse la orden de amparo, podrían resultar 
irremediablemente afectados los derechos 
fundamentales de la persona que interpone la acción”8. 

Planteamiento de 
un problema 

constitucional que 
desborde el marco 
de competencias 

del juez 
administrativo 

Se trata de aquellos eventos los que “las pretensiones del 
accionante no se dirigen a determinar la legalidad de los 
actos administrativos expedidos en desarrollo de la 
convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los 
medios de control de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, sino que pretende demostrar que la 
aplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona 
sus derechos fundamentales”9. 
 

                                         
5 Artículo 104 del CPACA. “La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 

conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 

y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 

administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan 

función administrativa. 

Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad pública, cualquiera que sea 

el régimen aplicable. 

2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte una entidad pública 

o un particular en ejercicio de funciones propias del Estado. 

3. Los relativos a contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de servicios públicos 

domiciliarios en los cuales se incluyan o hayan debido incluirse cláusulas exorbitantes. 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 

seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho 

público. 

5. Los que se originen en actos políticos o de gobierno. 

6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta 

jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad 

pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades. 

7. Los recursos extraordinarios contra laudos arbitrales que definan conflictos relativos a contratos 

celebrados por entidades públicas o por particulares en ejercicio de funciones propias del Estado”. 
6 SU-067 de 2022. 
7 SU-067 de 2022. También pueden verse las sentencias T-315 de 1998 y T-292 de 2017. 
8 SU-067 de 2022 reiterando la Sentencia T-049 de 2019. 
9 SU-067 de 2022. 
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La Corte ha aplicado este supuesto cuando existen 
criterios de discriminación. Por ejemplo, en la Sentencia 
T-160 de 2018 se excluyó al concursante por tener un 
tatuaje. En la Sentencia T-438 de 2018 esto se dio por la 
estatura del aspirante. 

 
Entonces debemos considerar que el accionante puede atacar el acto  

administrativo concreto si piensa que se le afectan derechos subjetivos, a 
través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho establecida en el 
artículo 138 del CPACA del derecho. La norma señala que “[t]oda persona que 
se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir 
que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le 
restablezca el derecho”. Para acudir a este medio de control jurisdiccional, el 
artículo 138 del CPACA indica que la demanda deberá presentarse “dentro de 
los cuatro (4) meses siguientes a su publicación”.  
 

Las causales de nulidad son las establecidas por el inciso segundo del 
artículo 137 del CPACA y se refieren a cuando los actos administrativos “hayan 
sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin 
competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y 
defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de 
quien los profirió”. 

 
 La accionante concursó en la Convocatoria 974 de 2026 el proceso de 
selección de la Convocatoria Abierta No. 974-2026 “Becas para el Cambio” – 
Formación en Maestrías y Doctorados, Región Pacífico”, para obtener un cupo 
en la -Maestría en Derecho- Presencial-  
 
 La accionante no aportó con su escrito tutelar ninguna prueba 
documental para soportar su pretensión, sin embargo, los actos 
administrativos e información del concurso se encuentra en la página web del 
Ministerio, Convocatoria 974-2026, el link de acceso se puede consultar en el 
hipervínculo puesto en el acepte de pruebas recabadas en esta sentencia.  
 
 Se puede apreciar en el micrositio que el Banco Definitivo de 

Propuestas Elegibles se publicó mediante resolución No. 0590 del 19 de junio 
de 2026, estaríamos frente a un acto concreto siendo la vía de la jurisdicción 
contenciosa. Es decir que la acción de nulidad y restablecimiento de derecho, 
es la vía idónea y eficaz para discutir cualquier inquietud sobre derechos 
subjetivos que pueden ser afectados a la accionante.   
 
 Ahora, la accionante alega su condición de víctima del conflicto 

armado y de desplazamiento forzoso10, con este enfoque,  el juzgado entrará 
a verificar si en efecto esta condición no se tuvo en cuenta o existió un criterio 
de discriminación en el concurso, no olvidemos que este grupo de personas 
son protegidas constitucionalmente prefiriéndolas en programas de 
reparación y estabilización socioeconómicas, último aspecto que debe influir 
en la conformación de elegibles de la convocatoria, siendo un factor de 
evaluación, como así se estableció en la Convocatoria- También,  el juzgado 

                                         
10 Certificado de Registro en la Unidad de Víctimas.  
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emprenderá el análisis si no existe la motivación requerida en los actos 
administrativos que se surtieron en el trámite que es el fundamento de la 
vulneración de los derechos fundamentales invocados por la accionante.   
 
 En torno al estudio en sede de tutela frente a situaciones que pueden 
involucrar un asunto de tipo constitucional la Corte Constitucional a través de 
sus fallos dijo:  
 

“84. En la Sentencia SU-067 de 2022, la Corte Constitucional reiteró la regla 

general según la cual la acción de tutela no procede para controvertir actos 

administrativos adoptados en concursos de méritos. Además, reconstruyó los 

supuestos en los que la jurisprudencia constitucional ha reconocido dos 

excepciones aplicables a los actos administrativos que admiten la procedencia 

de la competencia del juez de tutela[109]. Dichas reglas fijadas por la 

jurisprudencia se sintetizan a continuación a partir de su relevancia para el 

caso concreto: 

  

Tabla 15. Subreglas de la tutela respecto de actos administrativos en concursos 

públicos 

Regla general de improcedencia y excepciones para la tutela 

Improcedencia general de la acción de tutela respecto del acto administrativo 

definitivo o de aquellos de trámite que definen situaciones jurídicas concretas, 

salvo que se presente uno se los siguientes supuestos: (i) se formule un problema 

constitucional que desborde las competencias del juez administrativo o (ii) se 

configure un perjuicio irremediable. 
En el caso del acto administrativo que conforma la lista de elegibles y aquellos de 

trámite que definen situaciones jurídicas concretas, como la exclusión de un 

participante, tales se constituyen en actos administrativos definitivos, por regla 

general, susceptibles de control principal y directo ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo. Solo de manera excepcional serán de conocimiento del 

juez de tutela, cuando (i) se plantee un problema de naturaleza constitucional que 

desborde las competencias del juez administrativo o (ii) se busque evitar la 

consolidación de un perjuicio irremediable. 
Primera excepción: cuando el problema constitucional desborde el marco de 

competencias del juez administrativo: La acción de tutela puede ser admisible 

cuando el planteamiento del caso revela un problema de significativa trascendencia 

constitucional que desborda la competencia del juez administrativo y, con ello, se 

desvirtúa la eficacia e idoneidad del medio ordinario. Es decir, no se advierte que el 

juez contencioso cuente con la idoneidad, experticia o conocimiento para conocer 

del debate que resulta un asunto principalmente constitucional[110]. 

 
 
 Pues bien, se puede observar en el micrositio destinado al público por 
el Ministerio para la Convocatoria 974 de 2026 se encuentra aún  publicados- 
los Términos de Referencia, la Resolución No 0590 del 19 de junio de 2026( 
asigna los cupos), el anexo de la resolución que corresponde al  Banco 
Definitivo de Propuestas Elegibles 
 

Tanto en los Términos de Referencia como en la Resolución No 0590 del 
19 de junio de 2026 y su anexo, se informa el número de cupos ofrecidos en   
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los programas de maestría y doctorado, en las diferentes áreas, que 
corresponden en total de 484 cupos, distribuidos de la siguiente manera:  
 
 

  
 

La accionante según se puede apreciar en el anexo de la resolución en 
comento concursó para obtener un cupo en la -maestría de derecho presencial- 
que se le destinaron, 40 cupos:  
 

 
 

De esta manera tenía  que concursar con los participantes que 
componen el -Banco de proyectos Elegibles  Definitivo, que como se puede 
apreciar en la información son alrededor de 1.143 propuestas, claro está no 
todas corresponden a la maestría escogida por la accionante. La totalidad de 
estas propuestas tienen la misma aprobación de componentes aprobados por 
la accionante, enunciados en el escrito de tutela, relacionados con: -cumple 
requisitos-, elegible preliminar-., elegible disponible. Se diferencia en la casilla 
de cupo disponible, algunos aparecen con verde (si) y otros aparecen con rojo 
(no). Dependiendo si alcanzaron o no el cupo.  
 

Ahora el cupo tal y como se aprecia en la resolución No 0590 del 19 de 
junio de 2026 y los términos de referencia, se obtiene con el mayor puntaje final 
comparados las propuestas de cada programa en maestría o derecho de 
acuerdo con el cupo asignado, que varía según la calificación dada por los 
evaluadores. Tal y como se explicó en los Términos de Referencia y en la 
resolución citada, así.  

 

 
 

Tenemos que según la normatividad antes aludida para la -Maestría en 
Derecho (Presencial)- concursaron participantes de los departamentos de 
Cauca, Chocó, Valle del Cauca. El registro del nombre de los aspirantes, 
proyecto y porcentaje de calificación final para este programa se encuentra en 
las páginas 3,4 y 5 del anexo en comento que hace parte de la resolución No. 
No 0590 del 19 de junio de 2026 
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No hay que olvidar que según la información que se tiene a la vista de 
cualquier persona sólo corresponden a 40 cupos para la Maestría en Derecho 
(Presencial). 
 

Tal y como lo reconoce la propia accionante su calificación final fue de 
64, la señora DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA ocupó el puesto 26 para 
el departamento de Nariño. (hoja 4 del anexo), como se puede apreciar:  
 
 
 

 
 

 
 

 
 

Entonces el ejercicio resulta en verificar los primeros puntajes para la 
maestría en concurso y establecer si existen 40 o menos de esta cantidad, si se 
verifica esta situación la participante CABINDO VALENCIA obtendría un 
cupo en la maestría que concursó.  
 

El resultado que se puede apreciar con una simple contabilización 
arroja la cantidad que por encima de la participante existen el siguiente 
número de participantes por departamento. 
 
  

Departamento No de 
Participantes 
con puntaje 
mayor a la 
accionante  

Calificación de 
último 
participante 
por 
departamento 

 Cauca                6     67,00 

Chocó              18     65,00 

                     
Nariño 

             25     65,00 

Valle Cauca               9     65.00 
Total             56  

 
De esta manera si los cupos ofrecidos para la maestría presencial en 

derecho son de 40, existiendo 56 participantes con puntaje superior, quiere 
decir que no podía alcanzar el cupo por el límite de oferta. Si son 56 
participantes con mejor derecho restados los 40 cupos, incluso antes de la 
actora existen 16 personas.  
 

No se puede esperar que por cada participante de manera individual se 
emita una resolución. El método para explicar la distribución de los cupos 
según la agrupación de programas y el orden que se estableció el porcentaje 
de mayor a menor no ofrece dificultad para obtener la información 
individualizada que se obtuvo en el anterior cuadro de la situación particular 
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de la accionante . La resolución No 0590 del 19 de junio de 2026 explica de una 
manera clara el procedimiento.  
 

Esa misma resolución se encarga de explicar otra inquietud relacionada 
al punto de que se establece en el ítem que en -Propuestas elegibles del banco 
preliminar se indique que son 1139 y en la casilla de - Propuestas elegibles del 
banco definitivo, aparezcan 1143, es decir 4 más. 
 

 
 

La razón obedeció a que los 4 participantes a través de recursos y 
acciones de tutela obtuvieron que se los incluyera, quedando un total 
definitivo de 1143. Se transcribe la parte pertinente de la resolución que hace 
un resumen general:  
 
“ 

 

 
 
De igual manera en la misma resolución de forma gráfica se explica los 
resultados de la modalidad maestría de la siguiente manera:  
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Finalmente, en cuanto a los cupos disponibles la resolución con suficiente 
claridad explica gráficamente, de la siguiente manera: 
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  -Por otra parte, el puntaje definitivo individual de 64,oo y el hecho de que no 
hubiera variado entre la calificación del Banco preliminar y el Banco 
Definitivo, el Ministerio de Ciencias la Tecnología y la Informática. No varió. 
Existe  evidencia del envió a la participante por parte del Ministerio de las 
observaciones para que se corrijan, a su correo electrónico 
cetem2981@gmail.com- , el cual coincide con el aportado en el escrito de tutela 
por la actora.   
 

-La accionante reconoce tener conocimiento del requerimiento, pero 
asegura que remitió al Ministerio las aclaraciones solicitadas, sin embargo, la 
entidad asegura no haberlas recibido en su repositorio autorizado. La 
accionante no remitió prueba de tal hecho.  

 
La accionante en el periodo de aclaraciones tuvo la oportunidad para 

hacer conocer al Ministerio su reparo sobre la no consideración del factor de 
víctima del conflicto armado o el porcentaje asignado, sin embargo no hay 
prueba de que indique que lo hizo.  
 

-De otra parte, el Ministerio explica en su respuesta con suficiencia 11las 
razones por las cuales los evaluadores fijaron la calificación. Entre otras 
razones, se dijo que se necesitaba para considerar el proyecto viable definir la 
titularidad y permisos del sitio donde funcionaría y falta de diseños técnicos, 
esto se dijo: “la propuesta presenta deficiencias que deben resolverse antes del 
desembolso. La más crítica es la viabilidad institucional: instalar infraestructura 
permanente en establecimiento público requiere autorizaciones formales de rector, 
Secretaría de Educación de Nariño y concepto técnico-sanitario, ninguno de los cuales 
está gestionado (a juzgar por el proyecto radicado). 
 

Adicionalmente, la instalación requiere diseños técnicos, 
especificaciones de adecuación física y protocolo de disposición del agua de 
rechazo, considerando que El Charco tiene cobertura de alcantarillado del 0%.  
Adicionalmente, el protocolo de investigación necesita ajustes: pregunta 
investigativa explícita, metodología especificada, instrumentos de diagnóstico 
detallados.Recomendación: OTORGAMIENTO CONDICIONADO.” 
 

Estos reparos se ajustan al punto 13, donde se establecen los criterios de 
evaluación en los términos de referencia.  
 

Finalmente, frente a las inquietudes del abandono o desistimiento de 
participantes de los cupos asignados, los Términos de Referencia en su artículo 
15 explica: 
 

“El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación publicará el banco de 
elegibles y financiables. Los recursos serán asignados en estricto orden 
descendente en función del número de cupos de maestrías y doctorados 
disponibles. En caso de contar con recursos disponibles como 
consecuencia de la renuncia, desistimientos y demás 
causasadministrativas, se publicará un banco adicional de elegibles y 
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financiables”. (Se resalta).  
 

 
Entonces, la decisión para no asignar un cupo para la- maestría en 

derecho-, se encuentra motivada y se descarta que tuvo que ver alguna 
circunstancia de discriminación o falta de consideración por su situación de 
víctima del conflicto y desplazamiento forzoso, criterio evaluado con que 
pudo superar el puntaje mínimo de 60, otorgándole un puntaje final de 64.  
 

Los cuestionamientos que elevó a tono de pretensión se podían 
responder consultando los actos administrativos que se encuentran 
publicados en la misma Convocatoria 974 de 2026.  
 

Así las cosas, la presente acción se negará en torno a que no se 
vislumbraron vulneración de derechos fundamentales.  
  
 

IV.   LA DECISIÓN 

 

 

Acorde con lo expresado, el Juzgado Primero Penal del Circuito de 

Conocimiento para Adolescentes de Pasto, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

 

RESUELVE: 

 

 

1.- NEGAR el amparo de los derechos fundamentales invocados por 

la señora DIANA CATERINE CAMBINDO VALENCIA, identificado con C.C. No. 

1085284543 que dijo le fueron vulnerados por el MINISTERIO DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, por las razones expuestas en la parte 

motiva.  

 

2.- INFORMAR que el fallo puede ser impugnado para ser tramitado y 

decidido por la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal 

Superior de Pasto, lo que ha de hacerse dentro del término de ley. 

 

3.- ENCOMENDAR la tarea de notificar este FALLO a los Participantes 

de la Convocatoria No. 974 de 2026 denominada “Becas para el Cambio 

Formación en Maestrías y Doctorados Región Pacífico”, al MINISERIO 

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN., quien 

realizará el correspondiente aviso de notificación en el portal destinado y a los 

correos de las personas que concursaron, de forma inmediata y en el menor 

tiempo posible deberá remitir las constancias de cumplimiento a este juzgado.  
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4.-REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser recurrida. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

     

 

 

 

ÉDGAR GERARDO ROMO LUCERO 
Juez 


